Taller Regional sobre la "Elaboración de Estrategias para la Promoción de los
Derechos Económicos, Sociales y Culturales";
Buenos Aires, Argentina del 24 al 27 de octubre de 2001
  

CONCLUSIONES FINALES
Los/as participantes en el taller regional sobre la “Elaboración de Estrategias para la Promoción de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales”, realizado en Buenos Aires, República de Argentina, del 24 al 27 de octubre de 2001 – representantes de los Gobiernos, instituciones nacionales para la promoción y protección de los derechos humanos y sociedad civil de la región de América Latina y el Caribe, con el apoyo de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (OACDH), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Comisión Económica de las Naciones Unidas para América Latina y el Caribe (CEPAL).
Expresando su agradecimiento al Gobierno de la República de Argentina, por haber acogido el taller regional; a la Señora Mary Robinson, Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, por su valiosa participación en las sesiones del taller y apoyo a las actividades de promoción y protección de los derechos humanos en la región de América Latina y el Caribe y al Coordinador Residente del Sistema de las Naciones Unidas en el país; a los/as Expositores/as, a los/as representantes de las instituciones nacionales para la promoción y protección de los derechos humanos participantes en el taller y a los/as representantes de distintas organizaciones no-gubernamentales a nivel internacional, regional, subregional y nacional, por su valioso aporte al trabajo y debate sobre la materia. 
Recordando el marco de cooperación para la región de América Latina y el Caribe, adoptado al término del Seminario regional sobre la Promoción y Protección de los Derechos Humanos, también organizado con el apoyo de la OACDH en Quito, Ecuador, del 29 de noviembre al 1 de diciembre de 1999. 
Considerando que la promoción y protección de los derechos humanos es una cuestión prioritaria para la Carta de la Naciones Unidas.
Reconociendo que, no puede realizarse el derecho de ser humano, liberado del temor y de la miseria, a menos que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y al resto de los instrumentos internacionales de derechos humanos, se creen las condiciones que permitan a cada persona gozar plenamente de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos.
Recordando que de acuerdo con la Declaración y Programa de Acción, aprobada por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en Viena, el 25 de junio de 1993, los Estados se comprometen a cumplir sus obligaciones de promover el respeto universal, asi como la observancia y protección de todos los derechos humanos y de las libertades fundamentales. 
Recordando además que en la Declaración y Programa de Acción de Viena, la comunidad internacional se compromete a tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándole a todos el mismo peso y teniendo en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y regionales, asi como de los diversos patrimonios historicos, culturales y religiosos. Los Estados, sean cuales fueren sus sistemas políticos, economicos y culturales, tienen el deber de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales.
Teniendo en cuenta que la Declaración y Programa de Acción de Viena señaló que la educación, la capacitación, y la información pública en materia de derechos humanos eran indispensables para establecer y promover relaciones estables y armoniosas entre las comunidades y para fomentar la compensión mutua, la tolerancia y la paz.
Recordando el Plan de Acción para el Decenio de las Naciones Unidas para la educación en la esfera de los derechos humanos (1995-2004).
Reafirmando el carácter multicultural y pluriétnico de la región y el aporte que afrodescendientes, migrantes y pueblos indígenas al desarrollo de sus sociedades.
Reconociendo y afirmando que todos los derechos humanos tienen su origen en la dignidad y el valor de la persona humana, y que ésta es el sujeto central de los derechos humanos y las libertades fundamentales, por lo que debe ser el principal beneficiario de esos derechos y libertades y debe participar activamente en su realización, 
Considerando la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las diferentes categorías de derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, por lo cual exigen una tutela y promoción permanente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros.
Considerando que todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí. La promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral, al crecimiento económico con equidad y a la consolidación de la democracia en los Estados de la región.
Reafirmando que la democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales son conceptos que se refuerzan mutuamente. La democracia se basa en la voluntad del pueblo, libremente expresada, para determinar su propio régimen político, económico, social y cultural, y en su plena participación en todos los aspectos de la vida. En este contexto, la promoción y protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional deben ser universales y llevarse a cabo de modo incondicional. La comunidad internacional debe apoyar el fortalecimiento y la promoción de la democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en el mundo entero.
Enfatizando la importancia de la Declaración y Programa de Acción de Santiago, adoptados durante la Conferencia Regional de las Américas contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y otras formas conexas de intolerancia, realizada en Santiago, Chile, en diciembre de 2000.
Tomando en cuenta los resultados de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y otras formas conexas de intolerancia, celebrada en Durban, Sudáfrica, del 31 de agosto al 8 de septiembre de 2001.
Reconociendo el trabajo realizado por la Organización de los Estados Americanos (OEA), y el compromiso adquirido por los Estados Miembros con la adopción del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales “Protocolo de San Salvador” de 1998, asi como también destacando la labor del Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) en la región en la materia. 
Por lo tanto, los/as participantes del taller coinciden en: 
1. Reafirmar la vinculación indisoluble entre el sistema democrático y el pleno respeto y vigencia de los derechos humanos tanto civiles, como políticos, económicos, sociales y culturales, incluyendo el derecho al desarrollo.
2. Destacar el valor y la importancia interpretativa de las disposiciones del Pacto Internacional de las observaciones generales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y solicitan a los Estados su pleno cumplimiento.
3. Solicitar a los Estados, a que sigan examinando la elaboración de un protocolo facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cuturales.
4. Destacar la importancia del sistema de tratados de derechos humanos, en especial aquellos instrumentos que contienen normas importantes que abarcan derechos económicos, sociales y culturales tales como la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención para la Eliminación de la Discriminación Racial, la Convención Americana de Derechos Humanos, el Protocolo de San Salvador, y solicitan la plena aplicación de los mismos.
5. Reconocer la necesidad de adoptar medidas internas así como mediante la cooperación entre los Estados, con los organismos multilaterales a fin de lograr progresivamente, la plena efectividad de los siguientes derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador: 1) derecho al trabajo; 2) condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo; 3) derechos sindicales; 4) derecho a la seguridad social; 5) derecho a la salud; 6) derecho a la vivienda; 7) derecho a un medio ambiente sano; 8) derecho a la alimentación; 9) derecho a la educación; 10) derecho a los beneficios de la cultura; 11) derecho a la constitución y protección de la familia; 12) derecho a la niñez; 13) protección de los ancianos; 14) protección de los minusválidos.
6. Reiterar el deber de los Estados, explicitado en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en otros instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos, de encauzar la educación de manera que se fortalezca el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales, incluidas la importancia de la diversidad.
7. Reafirmar el derecho al desarrollo, según se proclama en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, como derecho universal e inalienable y como parte integrante de los derechos humanos fundamentales. La comunidad internacional debe propiciar una cooperación internacional eficaz y los Estados tomar medidas para la realización del derecho al desarrollo y la eliminación de los obstáculos al desarrollo.
8. Reconocer el valioso aporte en la promocion y protección de los derechos económicos, sociales y culturales y derecho al desarrollo, por parte de las instituciones nacionales para la promocion y protección de los derechos humanos en la region, tales como Comisiones Nacionales de Derechos Humanos, Ombudsman, Procuradurías para la Defensa de los Derechos Humanos y otras instituciones, y les alientan a seguir trabajando en esta area, así como en el de la justiciabilidad.
9. Reafirmar que la lucha contra la pobreza, especialmente la eliminación de la pobreza crítica, es esencial para la promoción y consolidación de la democracia y constituye una responsabilidad común y compartida de los Estados de la región. 
10. Expresar su determinación en impedir y mitigar los efectos negativos de la globalización y de ampliar al máximo los beneficios de la globalización mediante el fortalecimiento de la cooperación, a fin de crear mejores y mayores oportunidades de comercio, crecimiento económico y desarrollo sostenible, así como gracias al empleo de nuevas tecnologías, aumentar los intercambios culturales preservando y promoviendo la diversidad cultural. 
11. Destacar que existen víctimas principales de las violaciones de los derechos económicos, sociales y culturales, en particular los pueblos indígenas, migrantes, afrodescendientes, desempleados, niños y niñas sin escolaridad, mujeres, personas de la tercera edad y personas con discapacidad y otras personas afectadas por situaciones de discriminación agravada, y solicitan a los Estados la adopción de medidas especificas para atender sus necesidades.
12. Reconocer la función primordial que debería cumplir el sector privado en la realización de los derechos económicos, sociales y culturales, y solicitar un accionar conjunto con los gobiernos y la sociedad civil.
13. Tomar nota de la Declaración de la OIT sobre los Principios Fundamentales y Derechos al Trabajo, y enfatizar que los estándares laborales no deben ser utilizados con fines proteccionistas del comercio, y que dichos principios no serán utilizados, ni el seguimiento a dicha Declaración estara vinculada, con tales fines. 
Además, los/as participantes solicitan las siguientes acciones y medidas, y proponen que para el seguimiento de estas conclusiones y recomendaciones se actúe:
A nivel nacional – por el Estado, las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos, la sociedad civil y/o en forma conjunta según sea relevante: 
14. A los Estados que no lo hayan hecho, a incluir el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en sus Constituciones nacionales o, en su defecto, darle al mismo el más alto nivel jurídico posible y vias para que dichas normas puedan ser invocadas directamente ante jueces y tribunales. 
15. A fin de dar adecuada difusión a las obligaciones legales en materia de derechos económicos, sociales y culturales, recopilar y difundir los fallos de los tribunales donde se aplique el Pacto Internacional y el Protocolo de San Salvador.
16. Recomendar que el Poder Ejecutivo, Judicial y Legislativo, así como el sector privado y la sociedad civil, actúen en forma conjunta en favor de la realización de los derechos económicos, sociales y culturales y del derecho al desarrollo.
17. Que los Estados de la región se comprometan a desarrollar e implementar planes nacionales de acción en materia de derechos humanos que cubran toda la gama de derechos humanos, en particular los derechos económicos, sociales y culturales – por medio de un proceso participativo que incluya a la sociedad civil. 
18. A los Estados, que adopten medidas de acción afirmativa para aquellos grupos que han sido identificados como discriminados por la Declaración y Programa de Acción de la Conferencia de Santiago de diciembre de 2000, en particular pueblos indígenas, afrodescendientes y migrantes.
19. A los Estados, recopilar y publicar datos estadísticos, desglosados por raza y grupo étnico, en las esferas de la salud, el sistema de justicia penal, la vivienda, la educación y el empleo, a fin de determinar si las políticas o programas tienen un impacto desproporcionado sobre estos grupos, y a que respalden la elaboración y evaluación de políticas o programas concretos a fin de remediar este impacto.
20. A los Estados, promover una perspectiva de género que asegure entre otras cosas la plena e igualitaria participación de la mujer en las estructuras políticas de sus respectivos países como elemento fundamental para la promoción y ejercicio de la cultura democrática.
21. A los Estados, adoptar las medidas adecuadas para garantizar la justiciabilidad de los derechos economicos, sociales y culturales.
22. A los Estados, que al decidir sobre la asignación de recursos publicos, se otorgue una alta prioridad a la realización de los derechos economicos, sociales y culturales.
23. A los Estados, a difundir ampliamente, en particular, entre los miembros del poder judicial, la existencia de obligaciones internacionales en materia de derechos economicos, sociales y culturales, así como garantizar la formación de los grupos profesionales pertinentes incluidos los encargados de hacer cumplir la ley y la educación en derechos humanos a todos los niveles de la enseñanza.
24. A los Estados, a cumplir con los compromisos adquiridos con la firma y ratificación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y los otros tratados internacionales de derechos humanos, en materia de presentación de informes y aplicación de las recomendaciones del Comité.
25. A los Estados, que en ocasión del próximo día de los derechos humanos, el 10 de diciembre de 2001, los gobiernos informen acerca de las acciones y planes nacionales realizadas o planificadas para dar seguimiento al Programa de Acción de Durban.
A nivel subregional, regional e internacional - en cooperación con la OEA, el IIDH, la OACDH, agencias y programas de las Naciones Unidas y comunidad internacional, según sea apropiado:
26. A la OACDH, a brindar a los Gobiernos de la región que la soliciten, asistencia y apoyo para la elaboración y desarrollo de tales planes nacionales de acción, y como sea apropiado en cooperación con la OEA, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, las ONGs y, las agencias y programas de las Naciones Unidas en los distintos países.
27. Dar la bienvenida a la reciente designación realizada por la Alta Comisionada, de un Asesor Regional de la OACDH, quien tendrá su sede en las Oficinas de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL). 
28. A la OACDH, así como también a las agencias y programas de las Naciones Unidas, que dentro del marco de sus respectivos mandatos, tomen los pasos necesarios para integrar en sus actividades de cooperación técnica, programas que respondan adecuadamente a las necesidades de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales y derecho al desarrollo. 
29. A las organizaciones internacionales y regionales, a las principales instituciones financieras y de desarrollo internacionales y regionales, que evalúen los efectos de sus políticas y programas sobre el disfrute de los derechos humanos, en particular los derechos económicos, sociales y culturales. 
30. A los Estados de la región, que con el apoyo de la OACDH, se reunan nuevamente en un período de un año, con el objetivo de medir el progreso alcanzado en el desarrollo de las acciones y medidas propuestas en el presente documento. 

Buenos Aires, 27 de octubre de 2001
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